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Panarná- I de abril de 2022
c-M7-22

Doctor
Vicente Pachar Lucío
Director General
lnstituto de Medicina Legal y C¡enc¡as Forenses

Ciudad.

llcf.: Comfictcnci¿¡ Dara administr¿r v organiz:r la Base y Banco tle Dalos dc ADN.

Scñor' [)ircctor' ( iencra]:

Me diriio a usted en ocasitin a dar respuesta a su Nota N.' IMELC-DG-AL-106-2022, recibida en este

Despacho el 9 de marzo dc 2022. nlcdiantc la cual consuha a esla Procuraduría: "¿Tiene cl htstilub de

Mcdicinu Lcge .t'('it,nciu.s ]tu'enset lu.firolnd puru udrninistt'ttr y organizot' ltt Buse y Banto de D o:;

de ADN?"

Sobre el tema obicto dc su consulta. este Dcspacho opina que, el Instituto de Medicina [,egal y Ciencias
I-'orcnscs, carccc dc fhcLrltad legal para adrninistrar y organizar la Base y Banco de Datos de ADN. y
rnantcncrnos cl critcrio vcrtido mediante la Nota NoC-49- I I, f'echada 27 de jt¡lio de 201 | .

Es importante en primera instancia indicarle. que la respuesta brindada a través de la presente consulta. no
constituye un pronunciamiento de fondo. o un criterio juridico concluyente que determine una posición

vinculante en cuanto al tema consultado; no obstante y de fonna objetiva- nos permitimos contestarle en

los siguientes lénninos:

Mediante nota C49- l I de 27 de julio de 201 l. esta Procuraduría emitió su criterio.jurídico con relación

al terna objeto de su solicilud. en los siguientes términos:

'1... )

Corno preárnbulo a la respuesta que corresponde dar a su consulta-
cstimo prc.ciso observar que. confbrre advierte en su nota- la le¡, 80 de
23 dc ¡rovicmbrc de 1998- "Por la cual sc crea una Base v un Banco
lrorcnsc de Datos dc Ácido Desor inihonr¡cleico ¡ se adoptan otras

r¡edidas". mtdilica los añículos 357 y 358 del Código Judicial. que
pasaron a ser ltx artículos 364 y 365 de dicho cuerpo de nonnas. al
adoptarsc cl texto Írnico del Ctidigo Judicial. según lo ordenado por el

artícub I 08 dc la lcy 23 dc I dc.junio dc 200 | .

lll nlencionackr anícLrlo -16,1 dcl Ctidigo Judicial. como quedti

nlrxlillcado pol cl artícLrlo I dc la citada ley 80. creó una lrase y un

ü¡,

l. Conside mcioncs v aruumentos iurídicos tle erita Pru'umduría:
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banco de datos lbrenses de ácido desoxirribonucleico (en adelante

ADN), cuya organización y adm¡nistración se le atribuía al antiguo
lnstituto dc' Medicina Legal.

Por su parte, el artículo 365 del mismo cuerpo de normas, como quedó

rnodificado por el artículo 2 de la misma ley 80de 1998. le atribuía a

dicho lnstituto la función de verificar o comparar las evidencias que se

recabaran por la co¡¡isión de delitos. elaborar perfiles de ADN y validar
las pruebas que le fueran requeridas en los procesos de filiación. así

como en los demás procesos en los que fuere necesaria esta prueba

científica.

Iin concordancia con lo anlcrior. el anículo 6 de esta ley. le atribuía al

Institr.lto dc Mcdicina l.egal la lacultad de tornar muestras biológicas
para la consccLrcitin de los objetivtls conterlplados en la misrna. cn

detc'rnrinadas circurtstartcias y casos. cntre los cuales se contemplaba a

las pc'rsonas quc solicitaran pentriso para ponar anras.

No obstante lo antcrior, la ley 50 de 13 de diciembre de 2006 que

reorganiza cl lnstihrto de Medicina l,egal y Ciencias Forenses, derogó
los artículos 364 al 376 del Código Judicial, incluyendo aquellas

nt¡nlas conccnrientes a la estructura y funcioncs de esa dcpendcncia

estatal que guardaban relación con la mencionada base y banco de

datos de A[)N.

Sin cnrbargr, la lcy 57 de 27 dc nralo dc 201 l, general de annas de

firego. rnLrniciones v rnaterialcs relacionados. no contetrpla la torn¿r de

rrLrestras biol(rgicas conlo partc dc los requisitos exigidos para la
cxpedicirin cle la liccncia dc porte de anla de fuego.

Aunque en virtud de lo dispuesto por el numeral 6 del artículo 20 de la

ley 50 de 2006. el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses. a

través de la Unidad dc Análisis Biornolecular de la Sección dc

l.ahrratorio Clinico-Forense. tiene como función practicar las
pruebas de ADN en casos de investigaciones forenses y de filiación.
lo cieto es que en virtud de la derogatoria de los articulos 364 y 365 del

Código Judicial. anterionnente citados. puede concluirse que en la
actualidad cl Instituto carccc de competencia legal para organizar
y administrar la hase y banco de datos de ADN, a la que
prccisamcntc sc rcferían estas dis¡rosiciones, por lo que debc
entcndenc quc, igualmente! no goza de compctencia para
continuar rctabando las mucstms biológicas a las que se refiere el

alículo 6 de la citada ley 80 de 1998, salvo en los casos en que esla
prucba de ADN dcba practicalsc como ¡rarte de las investigaciones
forcnscs y dc filiacién.
(... )". (Resaltado dcl Despacho)



Nora: C-047-22
Pág.3

Luego de revisar |os fundamentos de hecho y de derecho que sirven de sustento a su solicitud.
particulannente en cuanto a la posibilidad de "fgvisaI" la opinión vertida por esta ProcuradurÍa mediante
la Nt¡ta N"C49- | l. anterionnente citada. este Despacho es del criterio que el mismo debe mantenerse.

Adenrás. sicndo cl clcmcnto novcdoso apolado cn sustcnto dc sLr solicitud. la expedición de la Resolucitir
N'JS-01 2-2016 dc 6 dejulio de 2016. "Que crc-a la l-lnidad dc Base dc Datos de ADN de Panamá. adscrita
al Lakrratorio de Análisis Biomolecular de la Subdirccci(rn de Criminalística del lnstituto de Medicina
l,egal y Ciencias lrorenses". prol-erida por la.lunta [)ircct¡va dcl lnstituto de Medicina Legal y Ciencias
frorcnscs: cstir.no preciso advertir que dicho instnrnento nonlativo sc encuentra revestido de la presuncitin

dc lcgalidad que arrpara a los actos administrativos: principio que confbrme lo dispone cl artículo l5 del
Código Civil, en concordancia con la j urisprudenc ia de la Sala'lercera de la Corte Suprema dc Justicia"

prof'esa que las tlrdenes y demás actos e-jecutivos dcl (iobierno expedidos en ejercicio de la potestad

reglanrentaria. ticnen lirer¿a obligatoria y serán aplicados mienttas no sean declun«los contrarios a Ia
('onstilución oa las leyes.

En razón de ello, debo manifestarle que cualquier dictamen que vierta este Despacho en los
términos solicitados, implicaría hacer un análisis sobre la legalidad de dicho reglamento.
situación que iría más allá de los límites que nos impone el artículo 2 de la Ley N" 38 de 3l .iulio
de 2000. el cual señala que las actuaciones de la Procuraduría de la Administración se extienden
al ámbito jurídico administrativo del Estado, excluyerulo las funciones jurisdict'k»rules.
legislativas y en general. las competencias especiales que tengan otros organismos oficiales.

No obstante estirno preciso anotar, a nlodo de rellexi«in general sobre el tema, que si bien la
genética fbrcnse constituye hoy día una herramienta clave para la solución de investigaciones
fbrenses y proccsos de diversa índolc. no dcbc perdcrsc de vista que su adecuada implernenlación
exige considerar su impacto en otros ámbitos. como lo son su impacto social, bioético o incluso
desde al ámbito de los derechos humanos.

De allíque. en el p lano j uríd ico-procesal, el aprovechamiento de la tecnología genética para fines
probatorios, necesariarnente deba garantizar la protección de los derechos fundamentales de las
personas. Ello, teniendo en cuenla que el acceso a los dalos genéticos de las personas afecta su

libertad individual.l

Desde csta perspecliva, es claro que una de las principales lirnitaciones para la organización 1'
gcslión de estas bases de datos. podría ser la negativa o thlta de consentimiento de la persona

requerida para la toma o recolección de Ia nruestra. lo cual podría adquirir connolaciones
part¡cularmenle sensibles en el supuesto de que el requerimiento recaiga sobre personas que no
son sospechosas. ni han sido procesadas o condenadas por la cornisión de algún delito.

1 Parámctros cono el rcquisito dc que en los procesosjudicialcs esc t¡po de pruebas sólo puedan realizarsc '/...1

sc ¡tucdun ulili:ar únic'onente aqtrellus ¡¡urtet dcl unLili¡i.¡ dal gcnontu quc rcvisten iuportcutciu ¡tutu cl tLtst¡.t
quc no per tit Lot ninqún t ipo de de¡lkt'ion* :;¡¡bra lo l¡¡tulifud de fu infi»-trrución hercdittn iu t . ha¡ sido
establecidos en instrumentos j urídicos en el plano co¡nunitario europeo desdc ñnales de Ia década de los años
80 (Cfi.. Rcsolución dcl Parlamento Europeo de l6 de nrarzo dc 1989).

fruenle: "LA BASE DE DATOSO NACIONAI. Dl-] PERFILES GENETICOS. REGULACION
FUNCIONAMIENTO Y OPERATIVIDAD. Ílonbreiro Noriega. [.uis. Laboralorio Ter¡itorial de Biología-
ADN de la Brigada de Policía Cientifica-Jelátura Superior de Policía de Galicia-
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lillo pone de manifiesto. a nuestro juicio. la ¡mportante función que en esta lnateria podría
desenrpeñar la Autoridad Nacional de lransparencia (ANTAI). en su calidad de ente rector en
maleria de protección de datos personales, con miras a mejorar la calidad de la cooperación
internacional en la lucha contra delitos como el terrorisnro o el crir¡en organizado, al asegurar
que el intercambio se realice rcspetando los derechos en malcria dc prolccción de datos
pcrsonales.

Por lo tanto, me permito concluir señalando que, si bien es cieño que la cooperación internacional
y el intercambio de datos genéticos identificativos de personas irnplicadas en hechos delictivos o
para Ia búsqueda de desaparecidos es un hecho cierto en nuestros días: no lo es nrenos que la
adopción de los respetivos protocolos de cooperación podría ameritar que las autoridades que
intervienen en eslos procesos conozcan tanto la regulación nacional vigente en la materia, como
las exigencias que desde el ámbito de los derechos humanos podrían implicar la necesidad de
adecuar el ordenamiento interno al estándar intemacional de protección de los derechos humanos.

Alcntllntcr)te-

A Oe-

I)roc dc la Administracitin
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